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León, Guanajuato, a 12 doce de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete. 
V I S T O para resolver el expediente número 0435/2016-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 26 veintiséis de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó escrito de demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el acto de cobro de conceptos indebidos e ilegales (…) conceptos como saldo anterior, consumo de agua, recargos y recargos de documentos. . . . . . . . . . . . . . . . 

Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 31 treinta y uno de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, se le admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales exhibidas y descritas en los puntos 01 uno y 05 cinco de su capítulo de pruebas, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; respecto a la confesión expresa y tácita se determinaría su existencia y en su caso su valor probatorio; se le admitió la prueba de informe a cargo de la autoridad; además, se le concedió la suspensión del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Cumplimiento a la suspensión. 
TERCERO.- El 07 siete de junio del año 2016 dos mil dieciséis, la autoridad demandada presentó promoción de informando el acato a la suspensión; y, por auto  de  día  10  diez  del  mismo  mes  y año, se le tuvo por informando que se dio 
cumplimiento a la suspensión decretada en esta causa administrativa. . . . . . . . . . . . 
Contestación de demanda y admisión de pruebas.
CUARTO.- El 16 dieciséis de junio del año 2016 dos mil dieciséis, la autoridad presentó escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 21 veintiuno del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales admitidas por el actor en el auto de radicación, así como la documental exhibida a la contestación, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal; se admitió la prueba confesional a cargo del actor; se le tuvo por rindiendo la prueba de informe requerida en autos; además, se fijó fecha y hora para que tuviera verificativo la audiencia de alegatos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Objeción de prueba de informe.
QUINTO.- El 23 veintitrés de junio del año 2016 dos mil dieciséis, el autorizado de la parte actora presentó escrito de objeción de documentos; y, por auto de fecha 28 veintiocho del mismo mes y año, se le tuvo por no objetando el contenido y rendición de la prueba de informe de la autoridad demandada. . . .  . . . .
Audiencia de pruebas y alegatos.

SEXTO.- El 15 quince de julio del año 2016 dos mil dieciséis, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de pruebas y alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, en la que se hizo constar que el actor no se presentó a absolver posiciones; asimismo se tuvo al autorizado de la parte actora y al de la autoridad  demandada presentando escrito de alegatos. 

Declaración de confeso.
SÉPTIMO.- Por auto de fecha 1º primero de agosto del año 2016 dos mil dieciséis, se declaró confeso al actor, respecto de las posición segunda, tercera y sexta, las que se calificaron de legales, del pliego de posiciones exhibido por la autoridad oferente; lo anterior, una vez que fue extraído del secreto de este Juzgado y abierto el sobre cerrado que contenía el pliego de posiciones, el Juez de los autos las calificó de legales; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O:
Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.-  Que   conforme  a  lo   previsto  por  los   artículos  243  párrafo 
segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse actos administrativos imputados al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Precisión y existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y sus anexos, se advierte que la parte actora impugna el cobro del crédito fiscal, por la cantidad de $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional) integrado por saldo anterior, consumo de agua y recargos erogados respecto de la cuenta (…); y, la suspensión del servicio de agua potable. Y, la existencia del primer acto se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original de la consulta de saldo, de fecha 25 veinticinco de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, mientras que el segundo acto se encuentra acreditado con la fotografía exhibida por la parte actora y con el informe del acatamiento a la suspensión por parte de la autoridad, recibido en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, con fecha 07 siete de junio del año 2016 dos mil dieciséis, probanzas que adminiculadas entre sí arrojan la plena convicción de que se dio el corte del servicio de agua potable. .  . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad en la contestación de demanda señala que se actualiza la causal prevista en la fracción I  del artículo 261, toda vez que una consulta de saldo no afecta sus derechos, pues se trata de una acción unilateral del actor que consiste en una consulta de un sistema electrónico que genera una respuesta automática, sin la voluntad de la autoridad de crear, modificar o extinguir derechos y obligaciones, por tanto, los actos impugnados no afectan los intereses jurídicos de la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, la parte actora impugna el crédito fiscal y el corte del servicio de agua potable, más no la consulta de saldo, de esta manera, resulta evidente  que los actos impugnados transcienden a la esfera de derechos de la parte impetrante, por las razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . .  . . . . . . 

De igual forma, expresa que se actualiza la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque el acto reclamado consistente en la suspensión del servicio en ningún momento existió”. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La existencia de los actos impugnados se encuentra plenamente acredita en el sumario, por las razones expresadas en el considerando que antecede. . . . . . . . .

Respecto al corte del servicio del agua potable, de oficio se determina que no se consintió tácitamente, en virtud de que este acto es de tracto sucesivo, toda vez que su ejecución material se prolonga en el tiempo, de momento a momento, pues no debe perderse vista que la ejecución de la orden la lleva el personal de inspección del organismo operador, de esa forma, el corte del servicio no es un acto instantáneo, porque no se agota con emisión de la orden escrita o verbal, sino que requiere materializarse y esto se da al cerrar la válvula de paso de agua, por esta razón, los efectos materiales inician desde ese momento y se prolongan durante el tiempo que dura la omisión del pago, ya que una vez que se realiza el pago de los derechos fiscales adeudados, se reanuda la prestación del servicio de agua potable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ello, los efectos jurídicos del corte del servicio de agua potable se prolongan en el tiempo, de momento a momento, da ahí que, en el juicio de nulidad, a través de la institución de la suspensión se paralizan esos efectos jurídicos, cuando se concede con efectos restitutorios, de ese modo, no se agotan con la suspensión del servicio; en consecuencia, en la especie, no se actualiza la caudal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
 Ante la ineficacia de las causales de improcedencia analizadas y estimándose que de autos no se desprende la actualización de ninguna otra de las contempladas en el citado artículo 261, lo procedente es abordar el estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De la negativa lisa y llana.

CUARTO.-  Que analizando de manera integral la demanda se advierte que, 
por un lado, la parte actora en dos ocasiones niega lisa y llanamente el adeudo; la primera la formula en el capítulo de la demanda denominado “Actos o resoluciones impugnadas”, expresando: “…Adeudo que niego lisa y llanamente...”; y, la segunda la expresa en el capítulo de hechos, manifestando: “…la demandada emitió la consulta de saldo de la cuenta (…) en el que me reclama un supuesto adeudo de $8,698.00, mismo que niego lisa y llanamente deberle; por 19 meses de atraso; por  un  consumo no acreditado ni permitido;... además por haber dejado de cumplir 
con su obligación, de hacerme llegar de forma oportuna, sus recibos de pago.”. .  . . 
Atendiendo a lo anterior, la negativa formulada no se pueda entender como una negativa lisa y llana, por dos razones fundamentales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

A).- Porque en el capítulo de hechos de la demanda, se advierte que la parte actora niega lisa y llanamente deber la cantidad de $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional) por 19 diecinueve meses y expresa que de forma unilateral determinó suspenderle la totalidad del servicio, además por haber dejado de cumplir con su obligación, de hacerme llegar en forma oportuna, sus recibos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
B).- Porque en el punto 5 cinco del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda el actor incluye explicaciones y justificaciones, ya que aduce la causal de ilegalidad respecto del crédito fiscal impugnado, analizada en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como se advierte, la parte actora niega lisa y llanamente deber 19 diecinueve meses, sin embargo, no se trata de una negativa lisa y llana de los hechos que dieron origen al adeudo $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional), que obra en la consulta de saldo, con fecha de emisión 25 veinticinco de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, porque el impetrante califica la negativa cuando: afirma que la demandada dejó de cumplir con su obligación de hacerle llegar en forma oportuna los recibos de pago; está argumentando explicaciones y justificaciones respecto a la improcedencia e ilegalidad del cobro del crédito fiscal combatido; y, se agrega un reporte histórico de la cuenta donde se describen en forma desglosada los periodos de consumo de agua potable. Por tanto, si se dio el consumo de agua potable. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De ahí, no resulta contundente la negación del actor, porque por un lado dice que no adeuda el crédito fiscal por 19 diecinueve meses y por otro aduce  justificaciones en el sentido de que se le cobro el crédito fiscal sin establecer la base, tasa o forma de cálculo, vicios formales enderezados a demostrar su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese contexto, la negativa no produce el efecto de arrojar la carga de la prueba a la autoridad demandada, en consecuencia, es a la justiciable a quien le corresponde probar la ilegalidad del crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, se reproduce como criterio orientador la tesis aislada del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con Residencia en Guadalajara, Jalisco, de la Décima Época Registro: 2007895; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV; Materia(s): Administrativa; Tesis: (III Región)4o.52 A (10a.); Página: 3001, bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“NEGATIVA LISA Y LLANA DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON EL ACTO O RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. NO PUEDE CONSIDERARSE ASÍ LA QUE SE CONTRADICE CON LOS ANEXOS DE LA DEMANDA. El artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, entre otras cosas, que los actos y resoluciones emitidos por las autoridades administrativas gozan de la presunción de legalidad, a menos que el afectado por éstos niegue lisa y llanamente los hechos que los motivaron; de lo anterior se sigue que para estar en condiciones de averiguar si se actualiza la presunción legal referida, es necesario definir cuándo estamos en presencia de una negativa como la que se precisa en dicho numeral. Para ello, debe considerarse que una negativa lisa y llana -también conocida como simple, porque se trata de una mera negación de los hechos señalados por la autoridad- sí es capaz de arrojar la carga de la prueba en perjuicio de la contraparte, pues de lo contrario obligaría a quien la formula a demostrar hechos negativos; en cambio, cuando incluye cortapisas, explicaciones o justificaciones, no puede calificarse así, sino como calificada, toda vez que encierra la afirmación implícita de otros hechos, lo cual acontece cuando en la demanda en el juicio contencioso administrativo federal se expresa una negativa simple de los hechos que motivaron el acto o resolución impugnada, que se contradice con los anexos de aquélla, por incluirse en ellos algunos argumentos tendentes a evidenciar la legalidad de la conducta reprochada, pues, en esas condiciones, la negación respectiva deberá considerarse como calificada. Es así, porque resulta de explorado derecho que la demanda y demás documentos que la acompañan, constituyen un todo que debe interpretarse integralmente, para desentrañar la verdadera intención del promovente; pensar lo contrario, implicaría desnaturalizar por completo la esencia del numeral 42 citado, en la medida en que, sin acreditarse la existencia de una auténtica negativa simple, podría arrojarse indebidamente la carga probatoria a la autoridad demandada.”. Amparo directo 288/2014 (cuaderno auxiliar 696/2014) del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. Felipe Larios Mercedes. 3 de septiembre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar López Flores. Esta tesis se publicó el viernes 7 de noviembre de 2014 a las 9:51 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
Abundando  en el razonamiento anterior, cabe destacarse que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los actos tienen la presunción de legalidad, pero cuando el interesado niegue lisa y llanamente los hechos que los motivaron, la autoridad emisora deberá probarlos: numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.
Bajo la perspectiva de este precepto legal, la negativa lisa y llana debe ser simple y categórica, de ese modo, es indispensable analizar el contexto de la demanda, para establecer la dimensión de la negación de los hechos que hace el actor frente a la afirmación y a las justificaciones; pues, como se dijo en supralíneas, la parte actora niega el adeudo de $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional) por 19 diecinueve meses y, a su vez, afirma que la demandada dejo de cumplir con su obligación de hacerle llegar de forma oportuna sus recibos de pago, de ahí resulta que, el justiciable recibió la prestación de los servicios públicos, entonces debe pagar la contribución, esto es, dicha prestación de servicios implica la erogación del pago de los derechos fiscales, salvo prueba en contrario; pues, como se dijo en supralíneas si no existe una negativa lisa y llana, la parte actora tiene la carga procesal de desvirtuar la presunción de legalidad del crédito fiscal combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En este sentido, en atención a lo señalado en el artículo 47 del aludido  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, los actos combatidos tienen la presunción de legalidad y si no existe la negativa lisa y llana, entonces, el interesado se encuentra constreñido a desvirtuar la presunción de legalidad del crédito fiscal erogando por la prestación del servicio de agua potable, por 19 diecinueve  mensualidades,  o bien,  demostrar  que el adeudo fue por menos de ese periodo, de ahí que, las explicaciones enderezadas a demostrar la improcedencia del pago del crédito fiscal, constituyen argumentos tendentes a evidenciar la ilegalidad del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación

respecto al crédito fiscal.

QUINTO.- Que analizando de manera integral la demanda, se advierte que se expresa un concepto de impugnación en el capítulo de la demanda denominado “actos o resoluciones impugnadas” en los puntos: “1.- Saldo anterior; sin establecer la base, tasa o forma de cálculo, por lo que resulta oscuro; 2.- Consumo de agua; por un consumo no realizado ni acreditado;  3.- Recargos; aprovechamientos, por no ser ésta la vía idónea para reclamar su pago; y, 4.-Recargos de documentos, sin exhibir los títulos de crédito de plazo vencido a mi cargo. En el punto 5 cinco del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda en lo toral alega que el Reglamento del SAPAL establece cobrar los servicios que presta en términos de la Ley de Ingresos, que el servicio será medido y las tarifas se pagaran tomando en consideración el consumo volumétrico y el tipo de uso, lo que resulta totalmente incumplido por la autoridad demandada en su perjuicio; es por lo anterior, que la demandada no ha dado cumplimiento a sus obligaciones que le atañen violentando el  principio de legalidad en forma y fondo, ya que debe proporcionarles información 
precisa y detallada de que volumen y tarifa le están cobrando. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

En tanto, la autoridad en el tercer párrafo de la segunda hoja de la contestación de demanda aduce en esencia que se sostiene la procedencia de los cobros generados por los servicios de agua potable proporcionados en el inmueble, así como los accesorios correspondientes derivados de los citados servicios,  de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato para el ejercicio fiscal vigente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADA esta argumentación, en atención a las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En principio, se impone señalar que examinando de manera integral los motivos de inconformidad expresados en supralíneas, se desprende la causa de pedir, en virtud de que la parte actora dice por qué estima ilegal el crédito fiscal impugnado, pues expresa hechos -conceptos del crédito fiscal- y razonamientos jurídicos -sin establecer la base, tasa o forma de cálculo-, de forma que, dichas aseveraciones están dirigidas a evidenciar la ilegalidad del acto combatido. . . . . . . . 

En segundo lugar es importante señalar que respecto a la negativa lisa y llana, debe estarse a los razonamientos asentados en supralíneas, por lo que se procede al análisis de los vicios de forma argumentados en este punto. . . . . . . . . . . 

Así las cosas, es el caso que la autoridad de manera ilegal está cobrando a la parte actora la cantidad de $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional), por 19 diecinueve meses de adeudo, crédito fiscal reflejado en el documento denominado Consulta de Saldo, expedido con fecha 25 veinticinco de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, en virtud de que no se expresa cada uno de los rubros que conforman ese crédito fiscal por la prestación de servicios, dejándose de indicar en lo individual cuales son los meses o el periodo que comprende el adeudo, desconociéndose el monto por la prestación de cada servicio, así como el monto de los accesorios; además de que también se desconoce el objeto, la base y la tasa o tarifa aplicada, al servicio público. . . . . . . . .
De este modo,  es menester que la autoridad respecto del servicio de agua potable exprese el consumo de metros cúbicos por mes señalando, el objeto, la base y la tasa o tarifa aplicada a este servicio público que comprende el cobro del crédito fiscal, externando el monto, el concepto y el periodo de la erogación del derecho tributario cobrado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto a los recargos debe expresar el parámetro que se toma para calcularlos, esto es, establecer la forma de calcularlos, indicando monto del crédito adeudado, fecha que se dejó de pagar y porcentaje aplicado, conforme a lo estipulado en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato para el ejercicio fiscal del año que corresponda e indicar el o los preceptos aplicables de este ordenamiento jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que el crédito fiscal cobrado y reflejado en el documento denominado Consulta de Saldo, con fecha de emisión 25 veinticinco de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, carece de fundamentación y motivación, por lo que le falta el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tanto, el crédito fiscal se encuentra afectado de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación

 respecto al corte del servicio de agua.
SEXTO.- Que la parte actora en los conceptos de impugnación de su escrito de demanda, respecto al acto impugnado consiste en el corte del suministro de agua señaló lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  el  concepto  de  impugnación marcado con el número 1 uno del capítulo 
respectivo de la demanda, el actor alega que el gobierno Mexicano se ha obligado a reconocer el acceso al agua potable como un derecho humano fundamental, considerándolo el elemento más básico de la vida, indispensable para llevar una existencia en dignidad humana y un pre-requisito para la realización de otros derechos humanos, ello mediante la ratificación de un Pacto ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en sus artículos 11 y 12; que hace tal reconocimiento en la observación general N° 15;  que de manera explícita, que el acceso al agua segura como un derecho fundamental otorgado a toda persona, de contar con agua suficiente a precio asequible, físicamente accesible, segura y de calidad, aceptable para usos personales, lo que pretende desconocer la autoridad demandada, privándolo del vital elemento, violentando las leyes. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En el concepto de impugnación marcado con el número 02 dos del mismo capítulo de la demanda, expresa que la Constitución Federal en la adición de los artículos 1° y 4° elevan a rango de garantía individual el derecho al agua, al contemplar que toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, el Estado garantiza ese derecho estableciendo la participación de los Municipios para la consecución de dichos fines, mediante la obligación a su cargo de prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, derecho que está desconociendo la demandada violentando las leyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el concepto de impugnación marcado con el número 03  tres del mismo capítulo de la demanda, aduce que la Constitución local refuerza que todas las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitución Federal, los consagrados en esa Constitución y sus leyes reglamentarias, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse sino en los casos y bajo las condiciones que establece la Carta Magna y es a los Ayuntamientos a quienes les corresponde prestar el servicio de agua potable, drenaje,  alcantarillado,   tratamiento   y   disposición   de   aguas   residuales   y   la 
demandada violenta con su acto los derechos fundamentales que le asisten. . . . . . . 

En tanto la autoridad en su contestación de demanda señala que el servicio fue suspendido desde la fecha 02 dos de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, derivando ello  de la acumulación de saldo por la generación de los derechos correspondientes al servicio de agua potable así como accesorios que derivan del mismos; que acorde a lo establecido por la fracción II del artículo 183 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato se suspendió el suministro de agua potable. . .  . . . .
Como se advierte, los motivos de disenso expresados por la actora sobre el corte del servicio público de agua potable, son INSUFICIENTES, en virtud de que la parte actora se limita a expresar que los artículos 1° y 4° de nuestra Carta Magna y los artículos 11 y 12 del Pacto Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tutelan el derecho humano de acceso al agua, privándolo del vital elemento, violentando las leyes y los derechos fundamentales que le asisten; sin embargo, la parte impetrante omite exponer las razones por las cuales estima que la autoridad contravino en su perjuicio esos preceptos Constitucionales y Convencionales, ni tampoco expresa argumento alguno explicando por qué el corte del servicio del agua es violatorio del derecho humano de acceso al agua. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .
No obstante lo anterior y considerando que el crédito fiscal impugnado en este proceso es de $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional) -consulta de saldo, de fecha 25 veinticinco de mayo del año 2016 dos mil dieciséis-, monto que no excede la cantidad de multiplicar por 150 ciento cincuenta veces la Unidad de Medida y Actualización diaria vigente en ese año; de este modo, conforme a lo estipulado por el artículo 301, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el Juzgador suple la queja deficiente planteada en la demanda. . . . . . .
En  esa  tesitura,  cabe mencionar que el artículo 137, fracción V, del Código 
de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, entre otros, señala como elemento de validez del acto administrativo, el que éste conste por escrito, numeral que en lo conducente dispone: . . . . . . . . . . .
“Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo:

V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos;” 

Conforme a lo asentado en esta disposición jurídica es menester emitir en forma escrita el acto del corte del servicio público de agua potable y es el caso que del análisis de la constancias que obran en autos, se advierte que la autoridad fue omisa en aportar a este proceso, la orden escrita del corte del servicio, respecto al inmueble registrado bajo la cuenta (…), pues, esta omisión hace que el dejar de prestar el servicio de agua potable de manera injustificada, sea ilegal, ya que el acto administrativo no cumple con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción V del Código mencionado; en consecuencia, se viola en prejuicio de la parte justiciable el derecho humano la provisión de agua potable para uso personal y doméstico previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular no se omite destacar que la autoridad demandada debe abstenerse de realizar cualquier práctica o actividad que restrinja o niegue el acceso al agua potable indispensable a cualquier persona, respetando su derecho al mínimo vital para uso personal y doméstico; a pesar de lo anterior, el justiciable no debe perder de vista que el servicio público de suministro de agua tiene un carácter oneroso y está fundado en la solidaridad de los usuarios, de ahí resulta que la falta de pago del usuario, da derecho al mínimo vital sólo uso personal y doméstico, teniéndose en cuenta el número de habitantes de la casa-habitación, las condiciones en que viven, su capacidad económica. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .

De esa manera, siguiendo el criterio que han sostenido algunos Tribunales Colegiados de Circuito, el Organismo Operador previamente a emitir una orden escrita de corte del servicio de agua potable, se encuentra constreñido a realizar una análisis objetivo de la situación de vulnerabilidad o de especial protección de los usuario o personas que habitan la casa -verbigracia personas enfermas, con capacidad diferente, menores de edad o en pobreza extrema-; como quiera que sea, cuando no existe persona alguna en un supuesto de debilidad manifiesta y existe renuencia del usuario de llegar a un acuerdo de pago, con capacidad económica para cubrir el servicio, o bien, incumple el convenio que celebró, es procedente la suspensión absoluta el suministro de agua potable, en el caso de que persista el incumplimiento de pago, en el entendido de que puede iniciarse el cobro del crédito fiscal mediante el procedimiento administrativo de ejecución. . . . .  . . . . .

Por último, no se omite precisar que el actor no compareció a la audiencia de pruebas y alegatos a absolver posiciones, a pesar de haber sido legalmente citado para ello y en auto de fecha 1º primero de agosto del año 2017 dos mil diecisiete, se le declaró confeso fictamente de la segunda, tercera y sexta posiciones articuladas, respectivamente, en el sentido: “que tuvo conocimiento de la limitación del servicio de agua potable realizada el día 02 dos de febrero del año 2016 dos mil dieciséis, en el domicilio (…)”; que en el domicilio (…), continua haciendo uso del servicio público de agua potable inclusive desde el día 02 de febrero de 2016”; y, “que en la calle (…) recibe de manera mensual los avisos recibos que emite el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León respecto a la cuenta (…)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, a dicha confesión ficta no se le concede valor probatorio alguno, en razón de que como se aprecia, por un lado, se declara nulidad del crédito fiscal por un vicio de forma como lo es la falta de motivación y, por otro lado, se determina la nulidad del corte de servicio, por haberse emitido en forma verbal, de manera que los hechos confesados fictamente no tienen relación con los hechos controvertidos o aspectos que originaron la ilegalidad del crédito fiscal y del corte del servicio de agua potable, por consiguiente, los hechos aseverados por ficción no son en perjuicio de la parte actora, siendo que la confesión sólo produce efecto en lo que perjudica al que la hace -actor- de acuerdo a los señalado por el acápite segundo del artículo 57 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
De este modo, en la especie, los actos administrativos impugnados resultan ilegales, por las razones expuestas en el quinto y sexto considerando de este fallo; por ende, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del mismo ordenamiento jurídico; vicios de carácter formal que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora; por lo que con fundamento en los artículos 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A).- La nulidad del crédito fiscal por la cantidad de $8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional), para el efecto de que emita uno nuevo subsanando los vicios de forma indicados en el considerando quinto de esta sentencia; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

B).- la nulidad lisa y llana del corte del servicio de agua potable del inmueble (…), registrado bajo la cuenta (…). Sobre el particular, se precisa que dicha nulidad no impide a la autoridad volver a ejercer sus atribuciones, para emitir un nuevo acto, en virtud de que se originó por un vicio de forma y no de fondo, conforme a lo indicado en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298, 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.-  Se  declara  la  NULIDAD  del  crédito fiscal por la cantidad de 
$8,698.00 (ocho mil seiscientos noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional), para el efecto de que emita uno nuevo subsanando los vicios de forma indicados en el considerando quinto de esta sentencia; y, . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del corte del servicio de agua potable del inmueble (…); y, dicha nulidad no impide a la autoridad volver a ejercer sus atribuciones, para emitir un nuevo acto, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el sexto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . .  . . . . . . . .

ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 12 DE SEPTIEMBRE DE 2017, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 0435/1er JAM/2017-JN. 
